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Honorable Senado:


	Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los H.H. Senadores señores Cooper, Jarpa, Otero, Papi y Romero.


	A las sesiones en que la Comisión estudió la inciativa legal en comento asistió, además de sus integrantes, el H. Senador don Miguel Otero Lathrop. Asimismo, concurrieron especialmente invitados, el señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, don Leopoldo Sánchez Grunert y el señor Fiscal del mismo Servicio, don Alvaro Sapag Rajevic.


----------




















ANTECEDENTES GENERALES


	Para el estudio de la iniciativa legal en informe se han tenido en consideración, especialmente, los siguientes antecedentes:


	1).-Constitución Política de la República:


	1.1.-El artículo 19 de la carta fundamental, norma encargada de regular las garantías constitucionales, en su N°3 consagra, respecto de todas las personas, la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.  Corresponde a la ley describir las conductas constitutivas de delito y determinar la pena con que serán sancionados quienes incurran en las conductas descritas por el tipo penal.


	1.2.-El artículo 19 N°8 consagra el derecho de toda persona a vivír en un medio ambiente libre de contaminación.  Y confiere al legislador la facultad de establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente.


	1.3.-Finalmente, el artículo 19 N°24, reconoce el derecho de toda persona a adquirir el dominio de toda clase de bienes corporales o incorporales.  Siendo privativo de la ley el establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de la misma y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social, la que comprende cuanto requieran los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental.


	2).-Código Penal:


	2.1.-El artículo 210, inserto en el párrafo 7°, del Título IV del Libro II, bajo el epígrafe "Del falso testimonio y del perjurio", tipifica como delito de perjurio la falte de fé en el juramento prestado ante autoridad o sus agentes, en causa no contenciosa, sancionando a quienes incurran en la conducta descrita a penas de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez sueldos vitales.


	2.2-El párrafo  9°, Título VI del Libro II, que trata de los delitos relativos a la salud animal y vegetal.


	El artículo 289 del referido párrafo contempla como delito la propagación de una enfermedad animal o de una plaga vegetal, señalando una penalidad variable que considera como factores la intencionalidad del hechor y las consecuencias de la propagación, a saber:


	-Presidio menor en su grado medio a máximo si el hechor hubiere actuado dolosamente, es decir con la intención positiva de ocasionar un daño.


	-Presidio menor en su grado mínimo a medio, si la propagación hubiere sido causada por actuación inexcusablemente negligente, es decir cuando provenga de la intervención de culpa.


	-Si la plaga propagada fuere de aquellas declaradas susceptibles de causar grave daño a la economía nacional, se aplicará la pena correspondiente en su grado máximo.


	El artículo 290, a su vez, sanciona la propagación de enfermedad animal o de plaga vegetal que se origine con motivo u ocasión de la introducción al país de animales o especies vegetales, aplicando la pena correspondiente -conforme al concurso de los elementos intencionalidad y consecuencias,  descrito por el artículo precedente- la que podrá aumentarse en un grado.


	3.-Ley N°18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero:


	El artículo 2° de la ley N° 18.755 determina el objeto del Servicio Agrícola y Ganadero, señalando como tal el contribuir al desarrollo agropecuario del país, mediante la protección, mantención e incremento de la salud animal y vegetal; la protección y conservación  de los recursos naturales renovables que inciden en el ámbito de la producción agropecuaria del país y el control de insumos y productos agropecuarios sujetos a regulación en normas legales y reglamentarias.


	El artículo 3°, del mismo cuerpo legal, consagra las funciones a desarrollar por el servicio para la consecución de su objetivo, entre ellas cabe destacar las siguientes:


	-El literal a), contempla la facultad de aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias sobre prevención, control y erradicación de plagas de los vegetales y enfermedades transmisibles de los animales. Y la de conocer y sancionar toda infracción de las normas legales y reglamentarias cuya fiscalización compete al Servicio.


	-El literal b), consagra la facultad del Servicio de mantener un sistema de vigilancia y diagnóstico de las enfermedades silvoagropecuarias existentes en el país o susceptibles de presentarse que, a juicio del Servicio, sean relevantes para la producción nacional y formular los programas de acción que correspondan.


	-El literal c), a su vez, señala dentro del ámbito de atribuciones del SAG la adopción de las medidas tendientes a evitar la introducción al territorio nacional de plagas y enfermedades que puedan afectar la salud animal y vegetal.


	-El literal d), se refiere a la facultad de determinar las medidas que deben adoptar los interesados para prevenir, controlar, combatir y erradicar las enfermedades o plagas declaradas de control obligatorio.


	-El literal e), atribuye al Servicio la facultad de ejecutar directa o indirectamente, en forma subsidiaria, las acciones destinadas a cumplir las medidas a que se refiere el literal d), tratándose a juicio del Servicio, de plagas o enfermedades que por su peligrosidad o magnitud, puedan incidir en forma importante en la producción silvoagropecuaria nacional.


	-Por último, el literal m) confiere al Servicio la facultad de aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias sobre la producción y comercio de plaguicidas y fertilizantes.


	El artículo 4° faculta al Director Nacional del Servicio  para que, en el ejercicio de las facultades de orden sanitario consagradas por el artículo 3°, pueda adoptar las medidas de control obligatorio tendientes a impedir la introducción y propagación en el país de plagas y enfermedades que afecten a los animales o plantas.


	El artículo 11, dispone la aplicación general del procedimiento contemplado por el párrafo IV, respecto de las denuncias por infracciones a las normas legales o reglamentarias que se indican en el artículo 2°, debiendo reemplazar a cualquier otro procedimiento establecido por las referidas disposiciones.


	Finalmente, el artículo 12°, concede acción pública para la denuncia de las infracciones señaladas por el artículo 11°.


	4.-Ley N°19.283, que modifica la ley N°18.755, sobre organización y atribuciones del Servicio Agrícola y Ganadero.


	5.-Decreto ley N°3.557, que establece normas sobre protección agrícola.


	6.-Decreto con fuerza de ley N°16 del Ministerio de Hacienda de 1963, RRA16, que establece normas sobre sanidad y protección animal.  


	7.- Fundamentos del proyecto de acuerdo a la moción:





	Los promotores de la iniciativa legal que ha dado origen al proyecto en análisis han señalado como fundamentos de la misma los siguientes:





	7.1.-La necesidad de resguardar el patrimonio fitosanitario del país tanto por razones de carácter ecológico como económico.





	7.2.-Los graves riesgos que representa la aparición de plagas que afecten a los vegetales.





	7.3.-La constatación, resultante de los antecedentes existentes, de que dichas plagas son introducidas al país desde el exterior, especialmente por los pasos fronterizos terrestres.





----------





DISCUSION GENERAL


	Los H.H. Senadores señores Romero y Otero, autor y suscriptor respectivamente de la moción objeto del presente informe, señalaron que esta iniciativa legal  tiene por objeto el resguardo del patrimonio fitosanitario del país y la modernización y refuerzo de la legislación vigente en la materia.  


	Asimismo, hicieron presente que la iniciativa en comentario data del mes de diciembre de 1991, fecha anterior a la aprobación de la ley N°19.283 que introdujo diversas modificaciones a la ley N°18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, lo que explica que muchas de las modificaciones propuestas por la iniciativa legal en análisis fueren recogidas por la referida ley N°19.283.


	El H. Senador señor Otero manifestó que el principal aporte del proyecto reside en la exigencia de efectuar una declaración jurada del ingreso de mercancias de origen vegetal  o animal al país y en el sancionar como perjuros a quienes trasgredan la obligación de efectuar dicha declaración en forma veraz.  Lamentablemente, agregó,  en la actualidad el respeto a la verdad no constituye un valor en alza, llevándonos la constatación de esta realidad a concluir que es preciso dotar a la declaración jurada de una real trascendencia, sancionando la falta de veracidad en la misma de manera más drástica, lo que implicaría, finalmente, una modificación al Código Penal.	


	


	El Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, don Leopoldo Sánchez Grunert destacó el interés por reforzar el control fitosanitario y evitar el ingreso de plagas o enfermedades al país, propósito que constituye el telón de fondo de la iniciativa legal en discusión.


	Agregó que, el proyecto manifiesta comprensión hacia la importancia creciente de la agro-exportación para el país y su fragilidad, resultante esta última de la deficiente situación fitosanitaria de los países vecinos.  En esta perspectiva, agregó, todo esfuerzo conducente a disminuir los riesgos existentes es  digno de reconocimiento y, obviamente lo es la moción en comentario.


	Ahora bien, las modificaciones introducidas por la ley N°19.293 a la Ley N°18.755 Orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero, recogen varias de las proposiciones contempladas por la moción.  No obstante, las principales propuestas, tales son requerir imperativamente una declaración jurada de ingreso al país de cualquier producto de origen vegetal y tipificar como delito la ausencia o falsedad de dicha declaración, constituyen novedades altamente interesantes. 


	El señor Director Nacional finalizó su intervención señalando que resultaría atractivo incorporar al proyecto sanciones, no solamente para quien ingresa al país mercaderias peligrosas, sino también a quien ingresa aquellas potencialmente peligrosas.


  


	El señor Fiscal del Servicio Agrícola y Ganadero, don Alvaro Sapag Rajevic, por su parte, coincidiendo con lo planteado por el señor Director Nacional señaló que varios de los puntos tratados por la moción se encuentran actualmente regulados, tanto por la ley N°18.755 Orgánica del Servicio, como por el Código Penal.


	Continuó su intervención precisando que al analizar el texto de la moción, lo interesante y novedoso es básicamente el numeral tercero en sus dos literales, es decir la incorporación de la declaración jurada y la consecuencial sanción como delito de perjurio en el evento de falsedad de la misma.


	Dentro de ese contexto, agregó, el Servicio considera que sería importante incluir no sólo la sanidad vegetal, sino también lo relativo a sanidad animal, que constituye una  preocupación que alcanza, tanto a la autoridad, como al país en general.


	Con respecto a la segunda figura delictiva planteada en la moción -la que dice relación con la falsedad de la declaración-, destacó que hay dos preceptos del Código Penal relacionados con la misma, los artículos 289 y 290, por tanto sería conveniente  analizar si las figuras delictivas que se incorporan se referirán a la internación ilegal o si también reprimirán la sola internación, porque tal como está el artículo en el proyecto, pareciera ya regulado por el artículo 290 del Código Penal.  A su vez, el numeral 7 del texto de la iniciativa, plantea que se concede acción pública para la denuncia de los delitos a que se refieren los artículos 18 y 21 del decreto ley N°3.557, situación que también estaría contemplada por los artículos 18 y 19 del Código de Procedimiento Penal.  


	Concluyó refiriéndose al procedimiento establecido para el cobro de las multas, manifestando que, actualmente, en dicha materia el artículo 11 de la ley N°18.755 tiene aplicación general y en consecuencia, las referencias  al artículo 4° del decreto ley N°3.557 deberían sustituírse y remitirse directamente al procedimiento estipulado por la Ley Orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero.





----------





	-La Comisión, luego de intercambiar opiniones sobre los objetivos generales del proyecto y de los planteamientos antes referidos, acordó darle su aprobación en general por la unanimidad de sus miembros presentes H.H. Senadores señores Larre, Matta, Romero y Sinclair.





----------


DISCUSION PARTICULAR


	La moción consta de un artículo único que se desglosa en siete modificaciones introducidas al D.L. N°3557 de 1981.


	Cabe señalar que en virtud del artículo 127 del Reglamento del Senado, la discusión de los proyectos de artículo único podrá efectuarse en general y particular a la vez, en cuanto así lo proponga la Comisión.  El inciso final, de la citada norma, dispone que no se considerarán de artículo único aquellos proyectos que, no obstante comprender un solo artículo, contengan disposiciones relativas a distintos temas.  


	A este respecto vuestra Comisión consideró conveniente separar la discusión general y particular del proyecto, fundando su decisión en el hecho de que la iniciativa contendría disposiciones referentes a diversas materias.


	Por otra parte, la Comisión al iniciar el estudio del proyecto acordó, en consideración a la modificación introducida por la ley N°19.283 a la ley N°18.755 orgánica del Servico Agrícola y Ganadero, dictada con posterioridad a la presentación de la presente iniciativa, efectuar el estudio del proyecto contrastando las normas en él contenidas con las señaladas por la referida ley N°18.755, a fin de determinar si se entenderían incorporadas algunas materias en la nueva legislación del SAG, de modo tal que hicieren innecesario legislar en todo o parte de las proposiciones formuladas por la moción en estudio.


	A continuación, y en atención a lo previamente expuesto, se efectuará una descripción de cada una de las modificaciones introducidas por el proyecto al decreto ley N°3557 de 1981, así como de los acuerdos adoptados por vuestra Comisión a propósito de las mismas.


Artículo único N° 1


	Sustituye el actual inciso segundo del artículo 1° del decreto ley N°3557 de 1981, que se limitaba a consagrar como facultad propia del Servicio Agrícola y Ganadero la fiscalización del cumplimiento de las normas contenidas en el inciso primero del mencionado decreto ley, que dicen relación con:  cuarentena o aislamiento; eliminación, desinfección y desinfectación e industrialización; por otro que agrega que corresponderá al mismo servicio la fiscalización y cumplimiento de dichas normas y medidas  con aplicación de las sanciones pertinentes conforme al procedimiento señalado por el Título IV del referido decreto ley.


	Cabe señalar que el artículo 2° de la ley N° 18.755 determina el objeto del Servicio Agrícola y Ganadero y el artículo 3°, del mismo cuerpo legal, consagra las funciones a desarrollar por el Servicio para la consecución de su objetivo, entre ellas el literal a) expresamente contiene la facultad de "aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias sobre prevención, control y erradicación de plagas de los vegetales y enfermedades transmisibles de los animales ..." y "conocerá y sancionará toda infracción de las normas legales y reglamentarias cuya fiscalización compete al Servicio."


	Asimismo, los literales b), c), d) y e), señalan facultades adicionales que se relacionan con la prevención, control y erradicación de las plagas.


	Por otra parte, el literal m) confiere al Servicio la facultad de aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias, entre otras,  sobre la producción y comercio de plaguicidas y fertilizantes.


	Finalmente, el artículo 11 de la ley N° 18.755 entrega a los Directores Regionales  del SAG la facultad de conocer y sancionar las infracciones a las disposiciones legales y reglamentarias que regulen materias propias de su competencia, como son las contenidas por el decreto ley N° 3.557 de 1981.


	En consecuencia, las funciones señaladas por el proyecto al Servicio Agrícola y Ganadero han sido meridianamente recogidas por la modificación de la ley N° 19.238 a la ley N° 18.755.


	Por otra parte, hay que tener presente que conforme a lo dispuesto por el artículo 62 N° 2 de la Constitución, corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para "Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos, de las empresas del Estado o municipales;  suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones;...".


	A la vez, es preciso concluir que la norma en estudio, no atribuye al Servicio Agrícola y Ganadero funciones de las que actualmente carezca y, consecuencialmente, la moción que origina le presente iniciativa  no vulneraría el ámbito de la iniciativa exclusiva presidencial.


	Vuestra Comisión, considerando lo manifestado por los representantes del SAG, en el sentido que  la modificación introducida por el N°1, en análisis, pese a reproducir facultades atribuídas por su ley orgánica al Servicio Agrícola y Ganadero constituye un aporte para una buena coordinación y comprensión de la normativa sobre protección agrícola, y con el fin de concordar el texto de la moción con lo prescrito por el artículo 11 de la ley N°18.755 -norma que confiere aplicación general al procedimiento establecido por el Párrafo IV del mismo cuerpo legal-, acordó  modificar el texto propuesto sustituyendo la primitiva referencia al procedimiento señalado por el Título IV del decreto ley N°3.557 por una alusión al referido Párrafo IV de la ley N°18.755, orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero.


	-Puesta en votación, la modificación propuesta, fue aprobada con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, H.H. Senadores señores Larre, Matta,  Romero y Sinclair.


----------


	A instancias de los representantes del Servicio Agrícola y Ganadero, vuestra Comisión acordó incorporar una nueva modificación al decreto ley N°3.557, esta vez a su artículo 7°, con el objeto de sustituir sus primeros 4 incisos por un inciso primero nuevo, a saber:


	"La declaración de control obligatorio de una plaga impone a los propietarios o tenedores a cualquier título de los predios o productos respectivos, la obligación de ejecutar las medidas sanitarias que indique la resolución correspondiente.  Si dichas personas no ejecutaren las medidas ordenadas, las podrá ejecutar el Servicio, directamente o a través de terceros, con el auxilio de la fuerza pública si fuere menester, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones que fueren procedentes. El costo de ejecución de las medidas sanitarias será de cargo de los propietarios o tenedores indicados y su valor será fijado por Resolución fundada del Servicio.  Copia autorizada de la Resolución señalada tendrá mérito ejecutivo para los efectos de su cobro judicial.".


	El principal fundamento considerados por la Comisión para aprobar la modificación sugerida, fue la difícil aplicación práctica que actualmente presenta el artículo 7°.  Dicho precepto, en su inciso 1° establece para los propietarios o tenedores de predios ubicados en la zona afectada por una plaga, la obligación de ejecutar las medidas sanitarias pertinentes.  No obstante, el mismo artículo en su inciso cuarto, faculta al Servicio para eximir a los afectados del pago del valor de los trabajos efectuados, bajo determinadas circunstancias y el inciso 3°, incluso, establece una indemnización al agricultor por los daños sufridos con motivo de la aplicación de las medidas sanitarias.


	Como consecuencia de lo anterior, el incumplimiento de la obligación contemplada por el inciso primero sólo podría ser sancionada en aquellos casos en que el interesado, contando con todos los medios necesarios para hacerlo, y habiendo sido debidamente informado, simplemente se ha negado a efectuar las medidas dispuestas, dentro de un plazo prudente.


	-En mérito de lo anterior, puesta en votación la indicación, fue aprobada con los votos de la totalidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Larre, Matta, Romero y Sinclair.


----------





 Artículo único N°2


 	Agrega un inciso segundo al artículo 18, nuevo inciso que tipifica como delito la internación al país de mercaderías cuyo ingreso haya sido rechazado o prohibido, y que tenga como consecuencia la propagación de una plaga vegetal.  Asimismo le asigna la pena de presidio menor en sus grados medios a máximo, sin perjuicio de las multas correspondientes.


	Por su parte, la Comisión tuvo presente el párrafo 9 del Título VI del Libro II, denominado "Delitos relativos a la salud animal y vegetal", específicamente los  artículos 289 y 290 los que, respectivamente, sancionan a quien de propósito y sin permiso previo de la autoridad competente propague una enfermedad animal o una plaga vegetal y  a quien efectúe dicha propagación con motivo u ocasión de la introducción ilícita al país de animales o vegetales. 


	Respecto a la pena, la propuesta por la  iniciativa -como se señalare- es de presidio menor en su grado medio a máximo; y la del Código Penal es variable, considera como factores la intencionalidad del hechor y las consecuencias de la propagación de la plaga, a saber:


	- Presidio menor en su grado medio a máximo, si el hechor hubiere actuado dolosamente, es decir con la intención de causar un perjuicio.


	- Presidio menor en su grado mínimo a medio, si la propagación hubiere sido el resultado de una actuación inexcusablemente negligente, es decir de la intervención de culpa.


	-Finalmente, si la plaga propagada fuere de aquellas declaradas susceptibles de causar grave daño a la economía nacional, se aplicará la pena asignada al delito, en su grado máximo.


	Cabe señalar, que todas estas penas se podrán aumentar en un grado por el sentenciador, por expresa autorización del referido artículo 290.


	La modificación propuesta por el artículo único N°2 difiere sutilmente del tipo penal consagrado por el citado artículo 290 del Código Penal, la diferencia entre ambos radica en el concepto de "mercaderías" utilizado por la moción, más amplio que el de "animales o vegetales" empleado por el Código Penal.


	Vuestra Comisión, no obstante considerar de gran interés ampliar el tipo penal del artículo 290 del Código Penal, y considerando la tenue distinción entre ambos tipos penales y las dificultades que en materia de prueba presentaba el introducido por la moción, estimó necesario desechar, a proposición del H. Senador señor Romero, la modificación propuesta.


	Asimismo, prefirió concentrar la  prevención del menoscabo al patrimonio fitosanitario -que, por lo demás, constituye la idea matriz del proyecto- en el fortalecimiento del delito de perjurio, en que incurrirá quien no cumpla la obligación de ser veraz al declarar bajo juramento la internación al país de productos de origen vegetal o animal, novedad incorporada por la presente iniciativa legal.     


	-El rechazo de la proposición primitiva -por los motivos previamente señalados- fue acordado unánimemente por los miembros presentes de vuestra Comisión H.H. Senadores señores Larre, Matta, Romero y Sinclair.





----------


	Vuestra Comisión, con el objeto de concordar las modificaciones introducidas por el presente proyecto al decreto ley N°3.557, con el texto del mismo, acordó ampliar el ámbito de aplicación del artículo 21, incorporando en su inciso primero el concepto de protección zoosanitaria, para lo cual intercaló entre las palabras "de origen vegetal" y "que pretenda ingresar al país", la expresión: "o animal".


	En consecuencia, el referido artículo comprenderá no sólo productos vegetales, sino también  los de origen animal que se internen desde el extranjero.	 


	-Aprobado con los votos de la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, H.H. Senadores señores Larre, Matta, Romero y Sinclair.


----------


 	


Artículo único N°3 letra a) (Pasa a ser letra b)


	La proposición intercala en el artículo 21 del decreto ley  N°3.557 la frase "declarado por escrito y bajo juramento por el interesado o tenedor y".  Lo anterior, con el objeto de incorporar como medida preventiva  la obligación de quien interne productos de origen vegetal al país de declarar dicha circunstancia por escrito y bajo juramento.


	La unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, -al igual que los representantes del Servicio Agrícola y Ganadero- destacaron la incorporación de la obligación de efectuar una declaración jurada de la internación de productos de origen vegetal o animal -conforme a la modificación aprobada precedentemente por la Comisión-, por cuanto  esta forma facilita la posibilidad de sancionar, como reos de perjurio, a los infractores, lo que implica hacerlos penalmente responsables, pudiendo enfrentar eventuales penas privativas de libertad lo que, indudablemente, fortalecerá, a juicio de la Comisión, la protección al patrimonio fito y zoosanitario del país.


	-Puesta en votación, fue aprobada con los votos de la totalidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, H.H. Senadores señores Larre, Matta, Romero y Sinclair.  


Artículo único N°3 letra b) (pasa a ser letra c)


	Agrega, al artículo 21 los incisos segundo  y tercero  nuevos.


	El primero de ellos, sanciona con multa la falta de declaración escrita y jurada.


	A su vez, el inciso tercero propuesto, en su primera parte, se sitúa en la hipótesis de que la declaración jurada que se realice sea falsa, aplicando a la especie, la pena del delito de perjurio del artículo 210 del Código Penal. En su parte final, tipifica la figura de la falta de declaración o su falsedad, cuando una u otra constituyan la causa de la propagación de una plaga vegetal, sancionando al responsable con pena de presidio menor en sus grados medio a máximo, sin perjuicio de la aplicación de las multas pertinentes.   


	Sobre esta materia,  cabe tener presente que, la norma del artículo 210 del Código Penal que consagra el perjurio, lo tipifica como la falta a la fé en el juramento prestado ante autoridad o sus agentes, en causa no contenciosa.  El precepto, adicionalmente, es de amplia aplicación como consta de la jurisprudencia de los tribunales, toda vez que incluye en el concepto de autoridad a la autoridad administrativa.  Considerando lo anterior se podría concluir que la norma propuesta sería innecesaria, toda vez que bastaría con establecer  la obligación de prestar declaración jurada en la internación de productos de origen vegetal, para que la falsedad cometida en dicha declaración sea sancionada por el artículo 210 del Código Penal.


	Vuestra Comisión, consciente de lo anterior, y con el objeto de obviar toda duda -en concordancia con el propósito de erigir el delito de perjurio en la mejor prevención a la transgresión de las normas de control fitosanitario-, acordó acoger la proposición de la moción, explicitando que los infractores de la obligación de ser veraz al prestar la declaración jurada, serán sancionados con las penas aplicables al delito de perjurio, precisamente por que han cometido tal delito.


	Finalmente, vuestra Comisión con el objeto de concordar el texto legal vigente, con las modificaciones efectuadas durante la discusión del  mismo, que  incorporó en las normas de protección agrícola  también a las del patrimonio zoosanitario, agregó, al inciso tercero en estudio, entre las palabras "una plaga vegetal," y "el o los responsables", la frase "o enfermedad animal". 


	-Aprobada con las modificaciones señaladas con los votos de los H.H. Senadores señores Larre, Matta, Romero y Sinclair.  	


Artículo único N°4


	Intercala el número 21 entre los números 17 y 28 a que se refiere el artículo 42 del presente decreto ley.


	La modificación tiene por objeto incorporar el artículo 21  dentro  de  las  normas  contempladas por el artículo 42 del decreto ley N° 3557 cuya infracción se sancionará con multa de 5 a 150 UTM y, en consecuencia, establecer que las eventuales violaciones a lo dispuesto por el referido artículo 21 serán punidas con una multa entre los rangos descritos.


	Al discutir la modificación en comentario, vuestra Comisión consideró que la proposición contribuye a armonizar el texto del primitivo decreto ley N°3.557 con las modificaciones que la moción sugiere introducir al mismo texto legal, teniendo en cuenta que el artículo único N° 3 de la moción introduce en el referido artículo 21 del decreto ley nuevas infracciones posibles, a saber: la ausencia de declaración jurada y la falsedad de la misma.


	Cabe señalar que se introdujo una enmienda formal al texto de la moción, al sustituir la referencia al artículo "2)" por una alusión al artículo 21, por tratarse de un error de transcripción.


	-Sometida a consideración de vuestra Comisión, la presente modificación fue aprobada por la totalidad de sus miembros presentes H.H. Senadores señores Larre, Matta, Romero y Sinclair.


Artículo único N°5


	Sustituye el artículo 43 del D.L. N°3.557 de 1981 por uno nuevo.


	El artículo 43 vigente señala la competencia del Director Ejecutivo del Servicio Agrícola y Ganadero para conocer y sancionar las infracciones señaladas por el artículo 42, en confomidad a las normas del Título III del Reglamento Orgánico del Servicio, decreto supremo N°44 del Ministerio de Agricultura del año 1968, en todo lo que dicho cuerpo legal no se contraponga a lo dispuesto por el decreto ley N°3.557, con las modificaciones que el propio artículo 43 detalla.


	El artículo 43 propuesto por la moción otorga competencia a los Directores Regionales del SAG para conocer y sancionar las infracciones a las normas del decreto ley N° 3557 de 1981, en conformidad con lo dispuesto en materia de procedimiento por la ley N° 18.755.


	Vuestra Comisión tuvo en consideración que el Párrafo IV de la ley N° 18.755 denominado "Del procedimiento de sanciones", en su artículo 11 además de señalar que el procedimiento que se establece tendrá aplicación general respecto de las denuncias por infracciones a las normas legales o reglamentarias relativas a la materia propia de la competencia del SAG, dispone que "serán competentes para conocer y sancionar las infracciones a dichas leyes o reglamentos los Directores Regionales dentro del territorio de sus respectivas jurisdicciones.".  Lo anterior en razón de que las modificaciones a la ley orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero, efectuada por la ley N°19.283, recogió una norma  recogió una norma idéntica a la propuesta por la modificación, la que consecuencialmente resulta innecesaria. 


	-Por las consideraciones previamente expuestas, la proposición fué rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, H.H. Senadores señores Larre, Matta, Romero y Sinclair.


Artículo único N°6


	Propone agregar un artículo nuevo, 44 bis, por medio del cual señala la competencia de los jueces del crimen para conocer de los delitos contemplados por el decreto ley N°3.557 de 1981, aplicándose al efecto las normas del Código de Procedimiento Penal.


	Durante el estudio de la proposición, la Comisión tuvo presente que el artículo 44 bis incorporado por la moción, en definitiva, no hace sino aplicar la regla general en la materia.  Toda vez que el artículo 1° del Código Orgánico de Tribunales señala que la facultad de conocer las causas civiles y criminales, de juzgarlas y hacer ejecutar lo juzgado pertenece exclusivamente a los tribunales que establece la ley.  Tales son los señalados por el artículo 5° del mismo cuerpo legal.


	En consecuencia, y por aplicación de lo dispuesto por el artículo 1° del Código de Procedimiento Penal y con el concurso de las reglas de competencia, en especial por la aplicación del factor materia, corresponde a los jueces de letras del crimen conocer de los delitos cometidos dentro del territorio de la república.


	Por otra parte, el artículo 74 de la Constitución Política de la República señala que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, debiendo oirse previamente a la Corte Suprema toda vez que se modifique dicha ley orgánica.  En la especie y considerando lo expuesto en la primera parte de este comentario, vuestra Comisión estimó que no se altera la organización y atribución de los tribunales de justicia, ya que no se trata de otorgar a los jueces de letras del crimen una competencia de la que actualmente carezcan, sino simplemente establecer nuevos delitos, consecuencialmente, no sería necesario oir a la Corte Suprema.


	-Puesta en votación fue rechazada con los votos de los H.H. Senadores señores Larre, Matta, Romero y Sinclair. 


Artículo único N°7


	Finalmente, la moción propone agregar un artículo nuevo, 45 bis, a fin de conceder acción pública para la denuncia de los delitos contemplados por los artículos 18 y 21 del decreto ley N°3.557 de 1981.


	Es menester tener presente que la acción pública en el ejercicio de la acción penal constituye la regla general, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 15 del Código de Procedimiento Penal.  La citada norma señala que la acción pública puede ser ejercida por toda persona capaz de parecer en juicio siempre que no tenga especial prohibición de la ley y se trate de delitos que deban ser perseguidos de oficio.  Además, los delitos contenidos por la moción no constituyen excepciones a la regla general, recogidas por los artículos 18 y 19 relativos a la acción privada y mixta.


	Adicionalmente, señalar que se concede acción pública para la denuncia de los delitos contemplados en los referidos artículos, podría inducir al intérprete a concluir que -a contrario sensu- tratándose de otras formas de iniciar el proceso penal se limitaría el ejercicio de la acción a los personalmente ofendidos o a sus representantes legales.


	-Sometida a votación fue rechazada en virtud de las consideraciones expuestas, con los votos de los H.H. Senadores señores Larre, Matta, Romero y Sinclair.


----------------


	En consecuencia, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros la aprobación del siguiente:


PROYECTO DE LEY


	Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N°3.557 de 1981 que establece disposiciones sobre protección agrícola:


	N°1.-Sustitúyese el  inciso segundo del artículo 1°, por el siguiente:


	"Igualmente, el Servicio Agrícola y Ganadero deberá fiscalizar el cumplimiento de dichas normas y medidas aplicando, en caso de infracción, las sanciones correspondientes de acuerdo con el procedimento señalado en el Párrafo IV, de la ley N°18.755 orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero, sin perjuicio de las facultades que correspondan a los juzgados del crimen cuando dichas infracciones sean constitutivas de delito.".


	N°2.- Sustitúyense los cuatro primeros incisos del artículo 7°, por el siguiente:


	"La declaración de control obligatorio de una plaga impone a los propietarios o tenedores a cualquier título de los predios o productos respectivos, la obligación de ejecutar las medidas sanitarias que indique la resolución correspondiente.  Si dichas personas no ejecutaren las medidas ordenadas, las podrá ejecutar el Servicio, directamente o a través de terceros, con el auxilio de la fuerza pública si fuere menester, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones que fueren procedentes. El costo de ejecución de las medidas sanitarias será de cargo de los propietarios o tenedores indicados y su valor será fijado por Resolución fundada del Servicio.  Copia autorizada de la Resolución señalada tendrá mérito ejecutivo para los efectos de su cobro judicial.".


	N°3.-Modifícase el artículo 21 en la forma siguiente:


	a).-Intercálese entre las palabras "de origen vegetal" y "que pretendan ingresarse al país", el término: "o animal".


	b).-Intercálese entre las palabras "Deberá ser" y "revisado por el Servicio" la frase: "declarado por escrito y bajo juramento por el interesado o tenedor y".


	c).-Agréguese los incisos segundo y tercero nuevos al artículo 21:


	"La falta de declaración escrita y jurada indicada en el inciso anterior será penada con multa.".


	"El que cometiere delito de perjurio por ser falsa la declaración será sancionado con la pena a que se refiere el artículo 210 del Código Penal.  Si como consecuencia de lo señalado en cualquiera de los incisos anteriores se propagare una plaga vegetal o enfermedad animal, él o los responsables sufrirán la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo,  sin perjuicio de las multas correspondientes.".


	N°4.- Intercálese en el artículo 42 el guarismo "21" seguido de una coma (,) entre los números "17" y "28".


----------


	Acordado en sesiones celebradas los días 19 de abril y 3 de mayo de 1994, con la asistencia de los H.H. Senadores señores Enrique Larre Asenjo (Presidente), Manuel Antonio Matta Aragay, Sergio Romero Pizarro y Santiago Sinclair Oyaneder.


	Sala de la Comisión, 4  de mayo de 1994.














                                                XIMENA BELMAR STEGMANN


                      Secretario de la Comisión
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